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A – 111 

Procedimiento: Verbal 

Demandantes: Inversiones Verde Amanecer S.A.S 

Demandado: Seguros Generales Suramericana S.A 

Radicado Único Nacional: 05001 31 03 011 2020 00060 02 

Procedencia: Juzgado Once Civil del Circuito de Oralidad de Medellín 

Asunto: Revoca decisión apelada, programa audiencia 

 

Medellín, primero (1º) de julio de dos mil veintidós (2022) 

 

Procede la suscrita Magistrada a resolver el recurso de apelación interpuesto 

por la parte demandante en contra del auto fechado el 17 de febrero de 2022, 

proferido por el Juzgado Once Civil del Circuito de Oralidad de Medellín y a 

través del cual se negó la práctica de una prueba testimonial, cuyo declarante 

también debía ratificar unos documentos. 

 

ANTECEDENTES – DECISIÓN CUESTIONADA - 

 

Estando en curso la audiencia de que trata el artículo 373 del C.G.P, el 17 de 

febrero de 2022, la a-quo decidió no escuchar al testigo Jhon Fredy Arango 

Bolívar, quien también estaba citado para ratificar algunos de los documentos 

presentados como prueba (audio 2.2.3), argumentando que el testigo no 

estaba presente al punto que ese mismo día, una vez se hizo la apertura de 

la vista, no estaba conectado a la aplicación Microsoft Teams.  

 



Para justificar su decisión, la Juez consideró que todos los testigos habían sido 

citados desde la audiencia inicial celebrada el 25 de enero de 2022, amén que 

el testigo extrañado fue convocado mediante correo electrónico del 16 de 

febrero de 2022 (pdf 4.1), muy a pesar de lo cual no se había hecho presente 

en el momento en que la audiencia fue instalada, como si lo hicieron los demás 

declarantes. 

 

RECURSO DE RESPOSICIÓN Y EN SUBSIDIO APELACIÓN 

 

Ante la mentada determinación el apoderado de la parte demandante propuso 

recurso de reposición y en subsidio apelación, argumentando que se trata de 

un auto que deniega la práctica de una prueba y que en cumplimiento de sus 

obligaciones como parte siempre había sido “consecuente” en manifestar que 

haría comparecer al testigo. Agregó que el requerimiento de estar presente al 

inicio de la audiencia “no es lo fundamental”, con mayor razón si se tiene en 

cuenta que el declarante se iba a conectar desde una parte remota. 

 

De los recursos se concedió traslado a los demás intervinientes, quienes se 

pronunciaron así: 

 

Seguros Generales Suramericana indicó que no se trata de una negativa 

para practicar la prueba, pues se está más bien ante la decisión de hacer 

efectiva la forma en que se decretó la misma porque desde la audiencia inicial 

se dieron las garantías para convocar el testigo, quien recibió el enlace para 

conectarse y “tenía cómo llegar a la audiencia”. Además, el apoderado 

demandante no manifestó que el testigo estuviera impedido para ingresar a 

la plataforma, y eso que el Despacho dio un espacio amplio en el que pudo 

ser requerido, por ejemplo, vía Whatsapp. En consecuencia, precluyó la 

oportunidad para practicar el testimonio y la decisión que así lo dispuso no es 

apelable, porque no se niega la práctica de la prueba. 

 

La llamada en garantía se pronunció para manifestar que los términos 

procesales son perentorios, por lo que “seamos prácticos”, de cara a 



considerar que si la audiencia hubiera sido presencial en las instalaciones del 

Despacho debían estar testigos y partes “todo el día, todos”. 

 

Escuchado lo anterior, la Juez decidió hacer un receso entre las 12:45 M y las 

2:15 PM, aproximadamente. Cumplido lo dicho, anticipó que no repondría la 

decisión recurrida bajo el argumento de que el testigo había sido correcta y 

oportunamente citado. Por ende, dijo que resultaba pertinente volver a los 

mismos argumentos en que basó la decisión inicial, en especial porque desde 

la audiencia inicial se hicieron las advertencias sobre lo dispuesto por el 

artículo 373.3.b del C.G.P, en el sentido de que sólo se recibirían los 

testimonios de las personas que se encontraran presentes, por lo que a las 

9:10 AM se abrió la audiencia y se preguntó por los testigos comparecientes, 

se enlistaron, se dejó cuenta de que estaban conectados y se les indicó que 

debían desconectarse de la aplicación para que no escucharan las 

declaraciones precedentes. 

 

Luego, como en ese momento no estaba conectado John Fredy Arango 

Bolívar, quien fue citado mediante correo que no fue rechazado, dijo la Juez, 

no debía reponerse la decisión y en consecuencia le concedió al mentado 

testigo el término de tres días para que justificara su inasistencia. 

 

CONSIDERACIONES PARA EL CASO CONCRETO 

 

Sea lo primero precisar que la decisión cuestionada es una de aquellas en 

efecto apelables, debido a que así lo dispone el precepto contenido el artículo 

321.3 del C.G.P. 

 

Entrando entonces en el fondo del asunto, pronto se advierte la necesidad de 

revocar la determinación apelada debido a que la a-quo realizó una 

interpretación restrictiva y equivocada del literal b contenido en el numeral 1º 

del artículo 373 del C.G.P, lo cual la llevó a tomar una decisión que no se 

ajusta al ordenamiento procesal y las garantías fundamentales que impone el 

principio de bilateralidad de la audiencia. 

 



Es que en el presente evento se está ante el derecho fundamental a probar, 

mismo que 

 

“supone un conjunto de garantías en cabeza de las partes en el marco 

de toda actuación judicial o administrativa. De este modo, ha afirmado 

que estas tienen derecho (i) a presentar y solicitar pruebas; (ii) a 

controvertir las que se presenten en su contra; (iii) a la publicidad de 

las evidencias, en la medida en que de esta forma se asegura la 

posibilidad de contradecirlas, bien sea mediante la crítica directa a su 

capacidad demostrativa o con apoyo en otros elementos; (iv)a que las 

pruebas sean decretadas, recolectadas y practicadas con base en los 

estándares legales y constitucionales dispuestos para el efecto, so pena 

su nulidad; (v) a que el funcionario que conduce la actuación decrete y 

practique de oficio los elementos probatorios necesarios para asegurar 

el principio de realización y efectividad de los derechos (Arts. 2 y 228 

C.P.); y (vi) a que se evalúen por el juzgador las pruebas incorporadas 

al proceso”.1 

 

Precisamente esa serie de garantías que integran el núcleo esencial del 

derecho fundamental aquí involucrado, implica que la interpretación de las 

normas deba hacerse bajo el principio pro homine (o pro persona), de cara a 

dar paso a entendimientos que propendan por la máxima protección posible 

a los derechos fundamentales y humanos, en general. A este principio se ha 

referido la Corte Constitucional para explicar que 

 

“impone aquella interpretación de las normas jurídicas que sea más 

favorable al hombre y sus derechos, esto es, la prevalencia de aquella 

interpretación que propenda por el respeto de la dignidad humana y 

consecuentemente por la protección, garantía y promoción de los 

derechos humanos y de los derechos fundamentales consagrados a nivel 

constitucional”2 

 

 
1 Corte Constitucional, Sentencia C-163 de 2019. M.P. Diana Fajardo Rivera. 
2 Corte Constitucional, Sentencia C-438 de 2013. M.P. Alberto Rojas Rios. 



Vistas así las cosas, es innegable que el literal b contenido en el numeral 1º 

del artículo ibídem consagra, en el marco de la audiencia de instrucción y 

juzgamiento, que el Juez “(R)ecibirá las declaraciones de los testigos que se 

encuentren presentes y prescindirá de los demás”. Con lo anterior queda en 

evidencia que la Juez entendió como testigos “presentes” los que se 

conectaron al inicio de la audiencia, fueron enlistados y aguardaron atentos 

su turno para conectarse a la plataforma Microsoft Teams. Empero, para la 

suscrita el término “presentes”, desde su sólo significado semántico, se 

emplea para referirse a aquellas personas delante de las que se está o que 

concurren en el mismo sitio.3 

 

De hecho, si alguna duda existe en la interpretación de la mentada expresión, 

se destaca que es ineludible atender el precepto contenido en el artículo 11 

del Estatuto Procesal vigente, según el cual 

 

“(A)l interpretar la ley procesal el juez deberá tener en cuenta que el 

objeto de los procedimientos es la efectividad de los derechos reconocidos 

por la ley sustancial. Las dudas que surjan en la interpretación de las 

normas del presente código deberán aclararse mediante la aplicación de 

los principios constitucionales y generales del derecho procesal 

garantizando en todo caso el debido proceso, el derecho de defensa, la 

igualdad de las partes y los demás derechos constitucionales 

fundamentales. El juez se abstendrá de exigir y de cumplir formalidades 

innecesarias”. 

 

En consecuencia, la interpretación de la Juez de Primer Grado, si es que 

alguna duda queda sobre el significado del término “presentes”, de cualquier 

manera no es la que garantiza en mayor medida los derechos fundamentales 

de las partes. Lo anterior, porque ni siquiera el legislador determinó de 

manera alguna que los testigos deben concurrir a la audiencia desde su inicio 

o hasta su terminación, pues lo importante es que se encuentren presentes 

para el momento en que se está agotando la etapa probatoria que demanda 

 
3 https://dle.rae.es/presente 



su comparecencia, esto es, la práctica de pruebas testimoniales y, si se quiere, 

más específicamente para el momento mismo en que llega su turno de ser 

escuchados. A tal punto son así las cosas, que la técnica probatoria reclama 

que ningún testigo puede escuchar la declaración de los que lo precedieron, 

consideración desde la que resulta injustificado obligar a un tercero procesal, 

como el testigo, a permanecer al tanto de una audiencia completa de la que 

sólo le interesa el momento en que será tomada su declaración. 

 

Además, si se repara la dinámica de la audiencia en que se desechó el 

testimonio del señor Arango Bolívar, se concluye que la decisión de la Juez 

incluso no guarda coherencia alguna con los actos ejecutados con 

posterioridad, pues la práctica de la prueba se negó a eso de las 12:40 del 

mediodía, decidido lo cual se realizó un receso para reanudar el acto pasadas 

las 2:00 PM, precisamente, recibiendo otros testimonios solicitados por la 

parte demandante y los demás intervinientes. Aún hay más, porque resulta 

bastante curioso que el 22 de abril y el 26 de mayo de este año se tuvieran 

que celebrar un par de sesiones más, para poder terminar las etapas propias 

de la audiencia de instrucción y juzgamiento, indicando con ello que si bien el 

testigo pudo no “estar presente” a las 9:00 AM del primer día de audiencia, 

perfectamente pudo estarlo cuando le correspondiera su turno más tarde ese 

día o, en su defecto, en cualquiera de las 2 fechas adicionales fijadas para 

evacuar la etapa probatoria y las demás correspondientes al rito final de la 

primera instancia.  

 

Incluso, en medio del requerimiento que la Juez hizo al apoderado 

demandante por la supuesta falta de comparecencia del testigo, este le 

respondió que el señor Arango Bolívar ya estaba en la sala de espera de la 

aplicación Microsoft Teams, muy a pesar de lo cual la Juez consideró que su 

conexión era “inoportuna” (minuto 37:20). Desconoció entonces la 

Funcionaria que el testigo sí estaba presente, porque lo estaba, así su 

conexión no hubiera tenido lugar en la primera hora de la audiencia. 

 

Ergo, la norma autoriza prescindir de la declaración de los testigos que no 

estén presentes, más de no de los que por algún motivo lo están, pero no han 



accedido a la plataforma tecnológica ora por problemas de cualquier índole, 

ya porque previo a su escucha se está entrevistando a otro declarante, como 

en este caso. De modo que innecesario se hacía para el testigo presentar 

excusa alguna de su inasistencia, simplemente porque sí compareció y así lo 

hizo saber el apoderado demandante. 

 

En conclusión, la decisión será revocada y siguiendo los lineamientos del 

artículo 330 del C.G.P, en concordancia con el artículo 14 del Decreto 806 de 

20204, el testimonio (con su respectiva ratificación documental) se recibirá en 

la audiencia que se celebrará el 12 de julio de 2022 a las nueve (09) de la 

mañana (AM), por medio de la plataforma Microsoft Teams, según los 

lineamientos trazados mediante Circular PCSJC20-11 de 2020, emitida por el 

Consejo Superior de la Judicatura. 

 

DECISIÓN 

 

Sin necesidad de más consideraciones, la suscrita Magistrada REVOCA el 

auto de procedencia y fecha indicadas. En consecuencia, el testimonio de Jhon 

Fredy Arango Bolívar (con su respectiva ratificación documental) se recibirá 

en la audiencia que se celebrará el 12 de julio de 2022 a las nueve 

(09) de la mañana (AM), por medio de la plataforma Microsoft 

Teams, según los lineamientos trazados mediante Circular PCSJC20-

11 de 2020, emitida por el Consejo Superior de la Judicatura. 

Comuníquese esta decisión al Juzgado de origen. 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 
 
 

 
  
 
PIEDAD CECILIA VÉLEZ GAVIRIA 
MAGISTRADA 
 
 

 
4 Vigente para el momento en que se interpuso el recurso y fue decretada la prueba. 



Viene con firma escaneada del Radicado Único Nacional 05001 31 03 011 2020 

00060 02, según autorización contenida en el artículo 11 del decreto 491 de 

2020 y por estar fuera de servicio el servicio de firma electrónica.  

  


